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en la obligación de convocar; es decir, que no existe limitación legal para no resolver una 
solicitud y para cumplir con los plazos establecidos en el CE. 

Analizada la denuncia, y una vez verificado el cumplimiento de los requisitos legales 
establecidos en el art. 19 de la LEG, fue admitida mediante resolución de las 8 horas 10 
minutos del 25 de octubre de 2007 (Fs. 25 y 26), en la que, además, se ordenó informar a 
los servidores públicos denunciados sobre los hechos que se les atribuyen, con el objeto 
de que ejercieran su derecho de defensa. 

El 26 de octubre de 2007 (F. 30) este Tribunal rindió informe al señor Procurador 
para la Defensa de los Derechos Humanos, en atención a su solicitud presentada el 25 
de octubre de 2007, y que consta a F. 27 del expediente de mérito. 

11. Los magistrados denunciados, Eugenio Chicas Martínez y Eduardo Antonio 
Urquilla Bermúdez, así como Walter René Arauja Morales, Julio Eduardo Moreno Niños y 
Mario Alberto Salamanca Burgos, conforme al orden dicho, contestaron la denuncia 
interpuesta en su contra, mediante escritos registrados el 7 de noviembre de 2007, y que 
constan de Fs.37 al 41 y de Fs. 50 al 54, respectivamente, en los cuales en síntesis 
argumentan lo siguiente: 

a) En lo que corresponde a los magistrados Eugenio Chicas Martinez y Eduardo 
Antonio Urquilla Ber:múdez exponen que: 

El art. 159 del CE sufrió una serie de reformas, ya que dicho articulo contenido en el 
Decreto Legislativo N° 147, de fecha 1 4  de diciembre de 1992, publicado en el Diario 
Oficial N° 16, Tomo N° 318, del 25 de enero de 1993, establecía que los nuevos partidos 
políticos debían contar con 3000 afiliados por lo menos en toda la República para 
inscribirse. 

Luego, dicho articulo fue reformado por el Decreto Legislativo N° 898 del 22 de 
noviembre de 1996, publicado en el Diario Oficial N° 226, Tomo N° 333, del 29 de 
noviembre de 1996, en el sentido que los nuevos partidos debían contar con un número 
de afiliados de por los menos el 2% del total de votos emitidos en la última elección 
presidencial para inscribirse. 

Finalmente, el art. 159 del CE sufrió otra reforma mediante Decreto Legislativo N° 

614, del 13 de mayo de 1999, publicado en el Diario Oficial N° 99, Tomo N° 343, del 28 de 
mayo de 1999, en el sentido que los nuevos partidos politicos debían contar con un 
número de afiliados equivalentes al 3% del total de votos emitidos en la última elección 
presidencial para ser inscritos. 

También agregan, que la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, 
"por resolución de las doce horas cinco minutos del veintiocho de abril de dos mil seis" 
dictada en proceso de inconstitucionalidad bajo referencia 11-2004, declaró la existencia 
de la inconstitucionalidad planteada contra el art. 159 del CE, y dejó sin efecto el 
requisito del 3% que dicha disposición legal exige, en tanto que genera exigencias 
desproporcionadas al derecho de asociarse para constituir partidos políticos y al 
pluralismo político, consagrados en el articulo 72 ordinal 2° y artículo 85 inciso 2º de la 
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Ese requisito se refleja en el art. 159 del CE, cuyos cambios debido a reformas, así 
como su declaratoria de inconstitucionalidad ya referidas, provocaron que el TSE después 
de reflexionar sobre de las consecuencias jurídicas de la resolución de 
inconstitucionalidad y la trascendencia de sus efectos al ámbito de lo político, concluyera 
que se encontraban ante una indeterminación legislativa en cuanto al requisito numérico 
de afiliados que necesita acreditar un partido político para que se le pueda inscribir como 
tal, ya que la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia al declarar 
inconstitucional la reforma hecha al art. 159 del Código Electoral, promulgada por medio 
de Decreto Legislativo número 614, de fecha 13 de mayo de 1999, publicado en el Diario 
Oficial número 99, Tomo número 343, de fecha 28 de mayo de 1999, omitió pronunciarse 
específicamente sobre la calidad en la que quedaba el articulo que antecedía a esta 
reforma. 

La anterior situación impidió al Tribunal Supremo Electoral entrar a conocer sobre la 
forma y/ o contenido de la solicitud planteada por el denunciante. 

Abonan a lo anterior, que el Tribunal que conforman consideró altamente complejo el 
caso, ya que no sólo compromete el interés partidista del denunciante sino que, además, 
coloca en una situación de inseguridad jurídica a la nación, pues el país no cuenta con 
los parámetros numéricos que permitan establecer con certeza si un partido político que 
pretenda formarse cuenta o no con el requisito de la representatividad para su 
formación. 

Asimismo, argumentan que el Tribunal Supremo Electoral ha discutido ampliamente 
sobre el caso del denunciante en particular y que en la resolución proveída con fecha 6 de 
noviembre de 2007 se tomó una decisión respecto a la solicitud del señor Meléndez López, 
en la que también se resolvió elevar a la Asamblea Legislativa una moción invitando a los 
señores diputados a emitir un nuevo decreto que supla el que fuera el art. 159 del CE. 

Consecuentemente, afirman que sí existió motivo legal que les inhibió tramitar, tanto 
en el fondo como en la forma, las peticiones del denunciante relativas al trámite de 
formación del Partido Político Social Demócrata, por cuanto el requisito de ley que sirve 
para establecer el parámetro de la representatividad de los aspirantes a constituir 
partidos políticos (exigencia básica), está por ahora indeterminado; y que si el TSE 
estableciere un valor numérico de afiliados que supla ese estado de indeterminación, se 
abrogaría la función legislativa que ni la Constitución ni la Ley les reconoce. 

En vista de lo anterior, afirman que la falta de respuesta al denunciante, dentro del 
plazo que señala el art.152 del Código Electoral, no se ha debido a una inobservancia del 
derecho de respuesta que al denunciante le asiste, tal como lo señala el art. 18 de nuestra 
Constitución, sino que, como ya quedó claro, la complejidad del caso, y las repercusiones 
que a nivel nacional este pueda tener, no ha permitido que nos ajustemos al plazo que la 

ley ha señalado, plazo que dicho sea de paso fue pensado para la tramitación de 
solicitudes en condiciones de normalidad y no de excepcionalidad. 

Para respaldar sus argumentos ofrecen prueba documental, entre la que mencionan 
la sentencia de lnconstitucionalidad, pronunciada en el expediente 11-2004 por la Sala 
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b) Carencia de formación de la voluntad colegiada, por falta de consenso 

entre los integrantes del Tribunal Supremo Electoral. 

Los magistrados Chicas Martínez y Urquilla Bermúdez manifestaron que conforme 
al art. 208 de la Constitución de la República, 54 N° 1 y 79 del CE el Tribunal Supremo 
Electoral es un órgano colegiado, y ante la carencia de voto de calidad las resoluciones se 
deben tomar por cierta mayoría, y que para resolver sobre la constitución e inscripción de 
un partido político se debe contar con el número de votos necesarios para ello. Por tanto, 
debido a las amplias discusiones que se suscitaron al interior del ente colegiado, fue 
imposible obtener el consenso que legalmente se establece para este tipo de decisiones. 

De acuerdo con el texto del art. 65 inciso 1 º del CE se dispone que «Las sesiones que 
realiza el Tribunal serán ordinan·as o extraordinarias. Las ordinarias se celebrarán de 
conformidad al artículo 66 de este Código; las extraordinarias, cuando sea necesario 
resolver cualquier asunto de interés que requiera inmediato conocimiento. Cada Magistrado 
tendrá la facultad de solicitar al Magistrado Presidente que se convoque a sesión 
extraordinaria, cuando consideren que un asunto es necesario conocerlo con la urgencia 
debida y el Magistrado Presidente está en la obligación de convocar a más tardar dentro de 
las veinticuatro horas siguientes de recibida la solicitud». 

Por su parte, el art. 75 del CE regula: 
1, Toda resolución o acuerdo emanado del Tribunal, será adoptado por mayoría de los 

Magistrados Propietarios o de los funjan como tales, salvo lo contemplado en esta ley. 
Cuando un Ma[Jistrado no esté de acuerdo con el Jallo o disposición adoptada, podrá 

razonar su inconformidad. Dicho razonamiento podrá hacerlo en el acto, en forma verbal, de 
lo cual dejará constancia en el acta respectiva; o por escrito, dentro de las veinticuatro 
horas hábiles siguientes, el que se incorporará en el documento que lo motivó; pero tendrá 
que suscribir el acta igual que los Magistrados restantesN. 

En virtud de lo anterior, a pesar de la falta de consenso o unanimidad, la 
legislación electoral posibilita que la formación válida de la voluntad del Tribunal 
Supremo Electoral deba ser tomada por mayoria simple, es decir, con tres votos de sus 
magistrados integrantes; salvo los casos específicamente establecidos en la Ley (art. 80 
No. 1 al 13 del Código Electoral). 

Tal como se ha dejado establecido, la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema 
de Justicia declaró la inconstitucionalidad del art. 159 del CE, mediante sentencia 
emitida el día 25 de abril de 2006. 

La petición del denunciante fue presentada ante el TSE el 24 de agosto de 2007. 

A raíz de la solicitud antes mencionada, según consta en acta W 238 de fecha 9 de 
octubre de 2007, los magistrados denunciados del Tribunal Supremo Electoral acordaron 
pedir al Director Jurisdiccional y de Procuración de dicho organismo que el 16 de octubre 
de 2007 les presentara un análisis sobre las diferentes situaciones que se podían
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